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3. Actuaciones de la defensoría: Quejas y Consultas

de la Administración a la solicitud de acogimiento de los menores en desamparo 
y al derecho de visitas.

Con carácter general el artículo 45 de la Ley de Infancia y Adolescencia de Andalucía 
establece, entre otros principios que inspiran la actuación de las Administraciones, el 
de procurar la permanencia del menor en su entorno familiar, primando también la 
medida de acogimiento familiar sobre el residencial.

Ejemplo de ello es la reclamación presentada por una abuela mostrando su oposición al 
acogimiento con fines de adopción de su nieto. Nos decía que tras nueve años de litigios 
judiciales las resoluciones emitidas por los juzgados siempre le han sido desfavorables, 
rechazando tanto su pretensión de tenerlo en acogimiento familiar, como su oposición 
a que pueda ser adoptado por una familia ajena a la propia, siendo este el motivo por 
el que solicita la intervención de esta Defensoría, a lo cual no pudimos acceder puesto 
que ello supondría la revisión de tales resoluciones judiciales (queja 23/564).

Otra ciudadana se oponía al ingreso de su sobrina en un centro de protección de me-
nores, considerando injusto que no se hubiera accedido a su ofrecimiento para tenerla 
en acogimiento familiar. En este caso el informe que recibimos del Ente público justificó 
su decisión en congruencia con los datos recabados en el expediente de protección de 
la menor, habiéndose adoptado la decisión de ingresarla en un centro de protección 
de menores especializado en el abordaje de problemas de comportamiento de adoles-
centes. Y en relación con el acogimiento familiar que pretende la interesada (tía de la 
menor) esta decisión no estaba descartada, la cual dependía del resultado de estudio 
de idoneidad que en esos momentos se estaba realizando. La propia interesada vino a 
corroborar esta información, agradeciendo la agilidad con la que se estaba tramitando 
el expediente conducente a su declaración de idoneidad, queja 22/6785.

3.1.2.6.2.3. Ejercicio de la tutela pública del menor

En el ejercicio de la tutela pública de una persona menor de edad la Junta de Andalucía 
ha de primar siempre por su interés superior actuando, tal como determina el Código 
Civil, con la diligencia con la que intervendrían unos progenitores respecto de los asuntos 
que incumben a sus hijos o hijas, y con escrupuloso respeto de los derechos enunciados 
en el título tercero, capítulo segundo de la Ley 4/2021, de infancia y adolescencia en 
Andalucía: derecho a la identidad personal y de género, derecho al honor, intimidad y 
propia imagen; derecho a ser oído y escuchado; derecho a recibir información; derecho 
a preservar su salud y recibir atención sanitaria; derecho a la educación y a la atención 
educativa; derecho a los servicios sociales y la atención social; derecho al desarrollo de las 
competencias digitales; derecho a la cultura; derecho al deporte; derecho a un entorno 
seguro; derecho a la participación y el asociacionismo; derecho a disfrutar de un me-
dio ambiente saludable; derecho al descanso, esparcimiento, y actividades recreativas, 
culturales y artísticas; y el derecho a que siempre que sea posible puedan retornar con 
su familia de origen, preservando en tanto la relación con sus familiares.

Sobre esta cuestión, solemos recibir quejas presentadas por progenitores que recla-
man la reversión de las medidas de protección, todo ello argumentando una modi-
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ficación positiva de sus circunstancias que 
harían posible el retorno del menor.

Y lamentablemente no siempre es así, tal 
como pudimos constatar en la queja en la 
que una joven ex tutelada temía que su hija 
fuese a ser propuesta para acogimiento fami-
liar con fines de adopción. Nos decía que sus 
circunstancias personales habían mejorado 
sustancialmente, que en estos momentos 
podía hacerse responsable con total garan-
tía del cuidado de su hija, y que por ello la 
decisión de promover el acogimiento familiar 
preadoptivo carecía de fundamento.

En el informe que sobre esta cuestión reci-
bimos de la Delegación Territorial de Inclu-
sión Social, Juventud, Familias e Igualdad se 
exponían detalladamente los argumentos 
que motivaron la resolución de desamparo 
de la menor, así como la posterior propuesta 
de acogimiento familiar con fines de adop-
ción, todo ello cumpliendo con las garantías 
y trámites establecidos en el Decreto 42/2002, 
regulador del régimen de desamparo, tutela 
y guarda administrativa; y también en el De-
creto 282/2002, de 12 de noviembre, de Aco-
gimiento Familiar y Adopción.

Las citadas medidas de protección venían motivadas por los antecedentes personales, 
familiares y sociales de ambos progenitores; los datos relativos a su evolución y los in-
tentos realizados para reconducir sus carencias personales con resultado no suficiente-
mente satisfactorio, incompatible con los cuidados requeridos por la menor, ello unido 
a la cronicidad de tales problemas y las escasas perspectivas de mejora.

Por todo ello el Ente Público consideraba, estimamos que acertadamente, que la medida 
de protección que resultaba más congruente y beneficiosa para la menor, atendiendo 
a su supremo interés, es que fuese propuesta para ser acogida por una familia con 
perspectiva de una posible adopción (queja 22/7494).

En cuanto a la diligencia en preservar los intereses de la persona menor tutelada recibi-
mos la queja en la que su familia acogedora se lamentaba de la, a su juicio, nula protec-
ción del Ente público a la menor que tenían acogida ante las deudas que a la menor le 
venía reclamando la Administración Tributaria, siendo así que tales deudas provocaron 
embargos en el saldo de cuenta corriente donde se ingresaba su pensión de orfandad.

En el informe que recibimos del Ente público se reseña la intervención de dos Dele-
gaciones Territoriales en este caso, habiendo venido ejerciendo la tutela de la menor 

La Entidad Pública ha 
de velar siempre por el 
interés superior del niño 
o niña

Abordamos las 
posibilidades de retorno 
de los menores en 
desamparo con sus 
familias cuando se 
produce modificaciones 
positivas de las 
circunstancias que 
motivaron la separación 
familiar
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una familia allegada a la familia biológica tras el fallecimiento de sus progenitores y ser 
designada para ello por resolución judicial. El expediente de protección de la menor se 
inicia a instancias de la Fiscalía tras ser localizada la menor viajando sola a otra provin-
cia, sin ninguna persona adulta que la acompañara. Y una vez en curso el expediente 
de protección se recibe el ofrecimiento de la familia que presenta la queja para tenerla 
en acogimiento familiar en el caso de que fuese declarada su situación de desamparo, 
circunstancia que finalmente se produce.

En el ejercicio de la tutela de la menor se solicitó del juzgado la rendición de cuentas 
efectuada por la familia que hasta esos momentos ejercía la tutela de la menor, siendo 
así que al poco tiempo fue la propia familia acogedora la que informó de una nueva 
resolución judicial que acordaba la remoción de las personas que venían ejerciendo la 
tutoría de la menor y se la asignaba a ellos, siendo aceptada dicha designación ante el 
mismo juzgado, por lo que desde la fecha les incumbía cualquier decisión relativa a la 
protección del patrimonio de la menor (queja 23/1929).

Tal como antes hemos reseñado, la Ley obliga al ente público que ejerce la tutela pública 
de la persona menor de edad a satisfacer sus necesidades, garantizando la integridad 
de sus derechos, alejándola de todo peligro que pudiera comprometerlos. En este con-
texto se produce la queja en la que una abuela se lamentaba de la escasa efectividad 
de las actuaciones que venía realizando el Ente público para proteger a su nieto, de 15 
años de edad, quien a pesar de estar tutelado por la Junta de Andalucía se encontraría 
desamparado, consumiendo sustancias estupefacientes, sin control de sus problemas 
de comportamiento y viviendo en la calle.

Tras interesarnos por la situación del menor recibimos un informe de la Delegación 
Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad relatando las incidencias 
acaecidas con el menor, en especial sus constantes abandonos no autorizados de los 
centros residenciales puestos a su disposición sin que en ningún caso hubiera llegado 
a adaptarse a la dinámica de funcionamiento de ninguno de ellos a pesar del empeño 
y dedicación del personal encargado de su custodia.

Tras analizar la información relativa al menor, no observamos que se hubiera producido 
una actuación negligente en el cuidado del menor. A tales efectos ponderamos el difícil 
abordaje de los problemas conductuales de los chicos en edad adolescente, siendo así 
que las características de los centros de protección de menores -que pretenden aseme-
jarse a la vida normalizada en un hogar familiar- impiden controles absolutos de entrada 
y salida de los menores, a lo cual se añadiría la imposibilidad de implementar medidas 
que limitaran de forma coactiva su libertad sin tener para ello amparo en una resolución 
judicial, siendo así que en el caso del menor se encontraba en curso un procedimiento 
de responsabilidad penal incoado por un Juzgado de Menores.

Aún así estamos a la espera del nuevo informe solicitado a la Delegación Territorial 
con referencias actualizadas sobre el estado del menor y el resultado del expediente 
incoado por el Juzgado de Menores al que se aludía en el informe que nos fue remitido 
(queja 23/2194).
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De similar tenor es la queja presentada por el padre de dos menores tutelados por la 
Junta de Andalucía. Se lamentaba de que el mayor, de 17 años, solía abandonar sin au-
torización el centro de protección de menores en el que residía, durmiendo unos días 
en la calle, sin nadie que se ocupe de él.

El Ente público nos informó que los enquistados problemas de comportamiento del 
joven propician que se exponga a situaciones potencialmente peligrosas para él, con 
una escasa percepción del riesgo y de autoprotección, produciéndose un deterioro ge-
neralizado en su salud física por las condiciones ambientales contrarias a su propia 
seguridad (vivir en la vía pública, frecuentar entornos marginales, consumo de tóxicos, 
conductas delictivas ...). Por dicho motivo se ha valorado su traslado a un centro más 
adecuado para él, donde se minimice la influencia de estímulos externos que sigan 
deteriorando su desarrollo personal, ello unido a la necesidad de que interiorice reglas 
sociales básicas que le preparen para la emancipación. Así pues, tras solicitar plaza es-
pecífica en un centro residencial específico y adecuado a sus características, se está a 
la espera de la asignación de la misma (

El programa de intervención que se desarrolla 
en este tipo de centro implica la aplicación 
de técnicas y actuaciones muy estructura-
das, destinadas a la contención y corrección 
con carácter terapéutico y socioeducativo de 
aquellas conductas o comportamientos alta-
mente contrarios al modelo de convivencia, 
provocando el aprendizaje de comportamien-
tos positivos y la asimilación de las reglas so-
ciales básicas. En el caso de este menor, al es-
tar próxima su mayoría de edad, se trabajarán 
también todos aquellos aspectos derivados 
de la necesidad de integración social y laboral.

Antes de dar por concluida nuestra interven-
ción en el caso nos encontramos a la espera 
de recibir el nuevo informe que hemos soli-
citado a Delegación Territorial a fin de corroborar que el joven finalmente obtuvo la 
plaza residencial solicitada en el centro específico, así como su evolución en el mismo 
(queja 23/5190).

3.1.2.6.2.4. Visitas de familiares y allegados al menor tutelado

Una cuestión frecuente que recibimos en las quejas es el mantenimiento de la rela-
ción del menor tutelado con su familia biológica, en congruencia con las previsiones 
legales, siendo así que la privación de tales contactos debería estar fundamentada en 
razones debidamente justificadas, siempre en interés del menor.

Traemos a colación algunos supuestos. Comenzamos con unos hermanos, tutelados 
por la Junta de Andalucía, que solicitan nuestra intervención para tener relación con 

Las prohibiciones 
de visitas entre 
progenitores y 
menores de edad en 
desamparo han de 
estar debidamente 
justificadas, y siempre en 
interés del menor
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